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1. Introducción y naturaleza del documento 
El presente documento recoge los resultados del proceso participativo desarro-

llado en el marco del proyecto “Tejiendo redes para el futuro del Tercer Sector de 

Acción Social en Canarias”, con la participación de casi un centenar de entidades 

y agentes sociales en todas las islas del archipiélago. El proceso se articuló a través 

de mesas insulares de trabajo y tuvo como finalidad recoger aportaciones directas 

del sector en relación a los principales contenidos que debería abordar la futura 

ley del Tercer Sector de Acción Social. 

El objetivo de este documento es traducir las aportaciones recogidas en el proce-

so participativo en propuestas de contenidos normativos concretos, formuladas 

de manera abierta y orientativa, con el fin de facilitar el trabajo de redacción del 

anteproyecto de ley. Se trata de un documento de carácter técnico que no cons-

tituye un texto jurídico ni pretende cerrar decisiones normativas, sino aportar una 

base estructurada, fundamentada y coherente que pueda ser valorada, ajustada 

o desarrollada posteriormente por los equipos responsables de la redacción legal.

El documento se organiza en varios apartados. En primer lugar, se presenta el mar-

co metodológico incluyendo una descripción de sus fases. Se detalla el proce-

so participativo, las mesas insulares celebradas como herramienta metodológica 

principal, el perfil de las personas y entidades participantes según el diseño, e in-

dicadores generales de participación. Asimismo, se explican los criterios seguidos 

para el tratamiento y análisis de la información recogida durante el proceso.

A continuación, se desarrolla un marco general, de objeto y de principios inspira-

dores, orientado a contextualizar el nacimiento de una futura ley del Tercer Sector 

de Acción Social en Canarias, explicando las razones que justifican su necesidad, 

el contexto social, institucional y normativo en el que se inscribe, así como los obje-

tivos y principios que deben guiar su contenido.

Seguidamente, el documento plantea una propuesta de estructura del texto legal, 

organizada en cuatro capítulos, coherente tanto con la estructura del proyecto de 

ley anterior como con la organización temática del proceso participativo desarro-

llado en esta ocasión.
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El bloque central del informe lo constituye el apartado dedicado a los contenidos 

normativos propuestos por capítulos, donde se recogen las propuestas de redac-

ción normativa derivadas del proceso participativo y del análisis técnico realiza-

do. Este apartado tiene como finalidad ordenar y concretar los contenidos que 

podrían incorporarse al futuro texto legal, sin condicionar ni encorsetar el trabajo 

jurídico posterior. 

A continuación, el documento incorpora un apartado específico que recoge 

aportaciones relevantes del proceso participativo que, por su carácter operativo o 

por requerir mayor flexibilidad, no se han integrado directamente en la propuesta 

normativa. Este apartado tiene como finalidad complementar los contenidos nor-

mativos y servir de referencia para las fases posteriores de desarrollo y aplicación 

de la ley.

Finalmente, el documento se completa con unas consideraciones finales orienta-

das a subrayar elementos transversales a tener en cuenta en las fases posteriores 

de desarrollo normativo y de aplicación de la ley, así como a reforzar el valor del 

proceso participativo como base para una regulación coherente, flexible y ajusta-

da a la realidad del Tercer Sector de Acción Social en Canarias.



Mesa Insular de Gran Canaria  Sureste 11/12/2025
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2. Marco metodológico
2.1. Revisión documental
El proceso metodológico para la elaboración de la presente propuesta normativa 

se inicia con una revisión documental y técnica de leyes, informes y documentos 

de referencia vinculados al Tercer Sector de Acción Social. Esta fase inicial tiene 

como objetivo identificar marcos conceptuales, definiciones, principios, ámbitos 

de actuación, medidas, herramientas y modelos de gobernanza ya existentes, que 

sirvan como base para el análisis posterior y la construcción de la propuesta.

En primer lugar, se abordó la revisión del proyecto de ley resultante del proceso 

normativo anterior, 9L/PL-0021, del Tercer Sector de Acción Social de Canarias, así 

como de los dictámenes emitidos al respecto por el Consejo Consultivo de Cana-

rias y el Consejo Económico y Social. Este análisis permitió identificar las principales 

propuestas y enfoques normativos planteados en dicho proceso, así como aque-

llos elementos que suscitaron mayores cuestionamientos por parte de los órganos 

consultivos, con el fin de valorar qué aspectos resultaba pertinente recuperar y 

cuáles requerían una reformulación. 

Posteriormente, se llevó a cabo una revisión documental de legislación relaciona-

da con el sector, aunque no específicamente centrada en el Tercer Sector de Ac-

ción Social, como la Ley 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias; 

la Ley 1/2010, de 26 de febrero, Canaria de Igualdad entre Mujeres y Hombres; la 

Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans 

y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI; y la Ley 45/2015, de 14 

de octubre, de Voluntariado. Todas ellas configuran un marco normativo general 

que incide, de forma directa o indirecta, en la actividad, el reconocimiento y el 

funcionamiento del Tercer Sector de Acción Social.

Con esta fase se establece una base común de análisis y un marco comparativo 

que sirve de apoyo tanto para el diseño del proceso participativo como para la 

posterior formulación de las propuestas normativas.
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2.2. Diseño e implementación 
de la metodología participativa
El proceso metodológico participativo se propone con una finalidad concreta y 

aplicada: recoger aportaciones, propuestas y matices por parte de las entidades 

del Tercer Sector de Acción Social y de otros agentes relevantes para la elabo-

ración de un nuevo anteproyecto de Ley del Tercer Sector de Acción Social en 

Canarias.

Con esta finalidad, la metodología se diseña e implementa siguiendo estos obje-

tivos específicos: favorecer un intercambio abierto entre entidades y agentes im-

plicados; fomentar la cooperación y la construcción colectiva en torno a la futura 

ley; y garantizar que las aportaciones recogidas reflejaran la diversidad territorial y 

sectorial del archipiélago.

2.2.1. Mesas insulares

Las mesas insulares se constituyeron como herramienta principal de la metodolo-

gía participativa, configurándose como espacios presenciales de diálogo estruc-

turado en los distintos territorios del archipiélago, asegurando que el futuro texto 

normativo reflejara las distintas realidades insulares y organizativas existentes.

En cada mesa se reúnen entidades del Tercer Sector de Acción Social de ámbi-

tos diversos y representantes de otros agentes sociales clave relacionados con el 

sector. Esta composición permite enriquecer el análisis y el diálogo sobre las apor-

taciones del sector.

Las mesas se desarrollaron con una duración aproximada de entre tres a cuatro 

horas y siguieron una estructura metodológica que combinó momentos de con-

textualización, generación de clima de confianza, trabajo reflexivo-deliberativo en 

grupos reducidos y puesta en común colectiva.

En total se celebraron nueve mesas insulares, dos de ellas en formato online, desa-

rrolladas entre el 24 de noviembre y el 15 de diciembre de 2025, en Arrecife, Santa 

Cruz de La Palma, Santa Cruz de Tenerife -dos mesas insulares-, El Hierro -online-, Las 

Palmas de Gran Canaria, Puerto del Rosario, Santa Lucía de Tirajana, La Gomera 

-online-. Se contó en el proceso con la participación de 116 personas en represen-

tación de 89 entidades, el 42,24% de personas y el 37,08% de entidades desde islas 

no capitalinas.
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2.2.2. Submesas temáticas
La participación y el trabajo en las mesas insulares se articuló a través de submesas 
temáticas, aspecto clave del diseño metodológico para profundizar en los conte-
nidos. Cada una de estas submesas se alineó con los capítulos previstos en el texto 
normativo del proyecto de referencia: (1) el marco general del Tercer Sector de 
Acción Social en Canarias; (2) el régimen jurídico y organizativo de las entidades; 
(3) la participación y el diálogo civil con las administraciones públicas; y (4) el fo-
mento, la financiación y la sostenibilidad del sector.

Las personas participantes se distribuyeron en grupos estables que rotaron por las 
distintas submesas en rondas de trabajo de duración equivalente. En cada sub-
mesa se contaba con un reto específico y con preguntas-guía directamente vin-
culadas a los capítulos del proyecto, orientadas a la construcción de propuestas 
relacionadas.

En la última ronda de trabajo, se identificaron consensos, disensos y aportaciones 
claves sintetizándolas en propuestas concretas. En una puesta en común final, se 
contrastaron las aportaciones de los distintos grupos y se incorporaron matices adi-
cionales, garantizando que la información recogida reflejara tanto los consensos 
mayoritarios como la diversidad de posiciones expresadas.

2.2.3. Garantías metodológicas del proceso participativo
En el diseño y desarrollo del proceso participativo se incorporaron una serie de ga-
rantías metodológicas orientadas a asegurar la calidad, la equidad y la utilidad de 
las aportaciones recogidas.

Desde el inicio del proceso se desarrolló un mapeo previo de entidades y agen-

tes con el objetivo de asegurar la participación de organizaciones de ámbitos de 
intervención diversos y de distintos territorios del archipiélago. Este mapeo se com-
plementa con un formulario de preinscripción en el que se recoge información ini-
cial sobre perfiles, necesidades y expectativas, facilitando una composición equi-
librada de las mesas y submesas.

Asimismo, en la metodología se incorporó de manera transversal las perspectivas 
de género, interseccionalidad y accesibilidad, tanto en el diseño de las dinámi-
cas como en la selección de espacios y recursos. También se adoptaron medidas 
específicas para garantizar la accesibilidad física y comunicativa de las sesiones.

Durante el desarrollo de las mesas, el equipo técnico asume funciones de facilita-
ción, mediación y acompañamiento metodológico, velando por el cumplimiento 
de los tiempos, la participación equilibrada de las personas asistentes y la correcta 

recogida de las aportaciones.
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2.3. Tratamiento y análisis de la información 
La información recogida durante el proceso participativo se llevó a un proceso de 

sistematización cualitativa a partir de los materiales de trabajo que contienen las 

aportaciones realizadas en las mesas insulares clasificadas por submesas temáti-

cas. Este proceso permite ordenar las propuestas, identificar recurrencias y recoger 

literalmente aquellas formulaciones que reflejan consensos claros.

Las propuestas sistematizadas se categorizaron siguiendo bloques temáticos coin-

cidentes con la estructura del proyecto de ley anterior. Para cada categoría se 

identificaron consensos, disensos o posiciones no consensuadas, matices y aporta-

ciones adicionales. Acompañado de notas técnicas, a través del análisis, se tradu-

cen las aportaciones del proceso participativo en contenidos normativos coheren-

tes, técnicamente fundamentados y alineados con el marco jurídico de referencia.

2.4. Redacción de las propuestas
normativas y alcance del documento 
Como se viene detallando, la redacción de las propuestas normativas se realiza a 

partir de los consensos y aportaciones recogidos en el proceso participativo, com-

binados con el análisis técnico-jurídico y la revisión normativa previa. 

Las propuestas se estructuran diferenciando aquellos elementos que, por su natu-

raleza, se consideran propios del rango legal, de aquellos otros que requieren un 

mayor nivel de concreción técnica y se identifican como susceptibles de desarrollo 

reglamentario o de aplicación a través de instrumentos de planificación, gestión 

o cooperación administrativa. Este enfoque permite dotar a la ley de estabilidad 

y flexibilidad, evitando rigideces innecesarias y favoreciendo su adaptación a la 

diversidad y evolución del sector.

El presente documento no constituye un texto legal cerrado ni un anteproyecto 

normativo en sentido estricto, sino una propuesta técnico-propositiva orientada 

a informar y apoyar la elaboración del articulado definitivo. En este sentido, no se 

abordan cuestiones propias de la técnica legislativa formal ni se formulan dispo-

siciones ejecutivas o sancionadoras, centrándose el documento en la definición 

de marcos conceptuales, principios, criterios y contenidos sustantivos que reflejen 

fielmente el proceso participativo y faciliten una futura redacción normativa cohe-

rente y jurídicamente segura.



Mesa Insular de La Palma 27/11/2025
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3. Contexto general, objeto y principios 
inspiradores 
3.1. Contexto general
El marco estatutario y constitucional de la Comunidad Autónoma de Canarias si-

túa la cohesión social, la lucha contra las desigualdades y la participación de la 

ciudadanía en la vida política, económica, cultural y social del Archipiélago como 

elementos centrales de la acción pública. Esta responsabilidad se concreta no 

solo a través de la acción directa de los poderes públicos, sino también mediante 

el impulso de formas de participación social organizadas, que permitan canalizar 

la implicación activa de la ciudadanía en la construcción del interés general.

En este contexto, las políticas públicas orientadas a la inclusión social, la igualdad 

de oportunidades y la garantía de derechos se fundamentan en un enfoque que 

reconoce la corresponsabilidad entre administraciones públicas y sociedad civil 

organizada, así como el valor de los espacios de diálogo, concertación y parti-

cipación democrática. El fortalecimiento de estos espacios constituye, por tanto, 

un elemento clave para avanzar hacia un modelo de desarrollo social más justo, 

sostenible y participativo.

Este enfoque se inserta en un marco normativo ya existente, tanto en el ámbito 

autonómico como estatal, que reconoce la relevancia de la acción social organi-

zada y de la participación ciudadana en la garantía de los derechos sociales. En el 

ámbito canario, destacan normas como la Ley 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios 

Sociales de Canarias, que configura el sistema público de servicios sociales desde 

una lógica de derechos y colaboración con la iniciativa social y la Ley 1/2010, de 

26 de febrero, Canaria de Igualdad entre Mujeres y Hombres, que incorpora la 

igualdad de género como principio transversal de las políticas públicas. A nivel 

estatal, resultan igualmente relevantes la Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer 

Sector de Acción Social, que establece un marco general de reconocimiento del 

sector, así como la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato 

y la no discriminación, la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y 

efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas 

LGTBI, que refuerzan el enfoque de derechos y la lucha contra las discriminaciones 

múltiples y la Ley 45/2015, de 14 de octubre, de Voluntariado. Todo ello se sitúa, 

además, en coherencia con la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, que refuerza el enfoque de derechos, inclusión y participación 
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plena. La futura ley autonómica se concibe, así, como una norma llamada a com-

plementar, ordenar y reforzar este marco, dotándolo de coherencia y adaptación 

a la realidad específica de Canarias.

El Tercer Sector de Acción Social forma parte esencial de esta arquitectura demo-

crática. Las entidades que lo integran no deben entenderse únicamente como 

prestadoras de servicios sociales, sino como agentes sociales con una función 

propia y diferenciada, que contribuyen de manera activa a la prevención de las 

desigualdades, a la defensa de los derechos sociales y a la transformación de las 

condiciones que generan exclusión y vulnerabilidad. Su actuación se extiende a 

ámbitos diversos, como la acción social, la economía social y solidaria, la protec-

ción del medio ambiente, las finanzas éticas, la promoción del empleo, la vida 

comunitaria, la educación para la ciudadanía global y, en términos generales, la 

construcción de una sociedad más justa y cohesionada.

Este carácter amplio y transversal del Tercer Sector resulta especialmente relevan-

te en el contexto actual de Canarias, marcado por desigualdades estructurales 

persistentes y por la concurrencia de crisis sociales, económicas y ambientales. 

Las entidades del Tercer Sector han desempeñado un papel clave en momentos 

críticos recientes, actuando como primer nivel de respuesta social, de acompaña-

miento comunitario y de garantía de derechos.

En la actualidad, este papel adquiere una relevancia renovada ante indicadores 

que evidencian la situación de vulnerabilidad social en Canarias. Según el último 

informe AROPE, aproximadamente el 31,2 % de la población canaria se encuentra 

en riesgo de pobreza o exclusión social, una de las tasas más elevadas entre las 

comunidades autónomas del Estado español y superior a la media nacional, lo 

que refleja una situación de vulnerabilidad social que afecta de forma significativa 

a amplios segmentos de la población. Paralelamente, diversos trabajos de análisis 

sobre desigualdad y cambio climático señalan que las consecuencias del calen-

tamiento global impactan de manera más intensa en los hogares y colectivos con 

menos recursos, lo que añade una dimensión adicional a las desigualdades que 

atraviesa el archipiélago.

El Tercer Sector de Acción Social constituye, por tanto, un activo fundamental de 

la sociedad canaria: de un lado, para contribuir a la configuración de una socie-

dad más justa, igualitaria, solidaria, cohesionada, participativa y democrática en 

cualquier coyuntura; y de otro, para responder de manera más adecuada a las 

necesidades sociales, desde la colaboración entre sectores y con la implicación 

activa de las propias personas, familias y comunidades destinatarias.
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3.2. Objeto de una futura 
Ley del Tercer Sector 
de Acción Social
En la actualidad, la Comunidad Autónoma de Canarias no dispone de una ley 

específica que regule de manera integral el Tercer Sector de Acción Social, si bien 

existen normas sectoriales que inciden parcialmente en su actividad, como la le-

gislación en materia de voluntariado o de servicios sociales. Esta ausencia de un 

marco jurídico propio ha generado una situación de dispersión normativa y de 

insuficiente reconocimiento institucional del sector, que dificulta su adecuada arti-

culación y su participación estructurada en las políticas públicas.

Entre los años 2018 y 2019 se impulsó un primer intento de aprobación de una ley 

autonómica del Tercer Sector de Acción Social. Aquel proceso dio lugar a la ela-

boración de un borrador de anteproyecto que, sin embargo, no llegó a culminar 

su tramitación como proyecto de ley. Tal y como se recoge en el Dictamen nº 

4/2018 del Consejo Económico y Social de Canarias, la ausencia de un proceso 

participativo amplio y estructurado, unido a una incipiente articulación del propio 

sector, entonces representado por una Plataforma del Tercer Sector de reciente 

constitución y sin capacidad ejecutora suficiente para liderar un proceso parti-

cipativo de gran alcance, limitó el consenso social y sectorial necesario para su 

aprobación.

La experiencia anterior ha puesto de manifiesto la necesidad de que una futura 

ley del Tercer Sector de Acción Social nazca desde el propio sector, a través de 

un proceso participativo que recoja un sentir amplio y plural, y que represente la 

diversidad de entidades, ámbitos de intervención social y realidades territoriales 

existentes en Canarias. Solo desde un enfoque participativo y descentralizado es 

posible dotar a la norma de la legitimidad social y técnica necesaria para su ade-

cuada implantación.

La futura ley surge con el fin último de establecer unos contornos jurídicos nítidos 

y una regulación propia del Tercer Sector de Acción Social, perfilando con clari-

dad la naturaleza, los principios rectores y el marco de actuación de las entidades 

que lo integran, así como definir las medidas y los mecanismos necesarios para 

su promoción y fortalecimiento. Dicha regulación debe realizarse sin que, en nin-

gún caso, la actuación de estas entidades diluya la responsabilidad pública de 

la Administración, ni interfiera o compita con la actividad de otros agentes com-
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prometidos con la defensa de los intereses sociales, incluidos los agentes sociales 

propiamente dichos.

Por otra parte, las entidades del Tercer Sector de Acción Social se han ido agru-

pando en redes y plataformas de segundo y tercer nivel, con el objetivo de facili-

tar la interlocución con las administraciones públicas y con otros agentes sociales 

clave, como organizaciones empresariales, sindicatos o colegios profesionales. En 

este contexto, la ley persigue también ordenar y fortalecer los mecanismos de par-

ticipación y diálogo civil, dotándolos de mayor estabilidad, estructuralidad y recur-

sos, como elementos esenciales para el fortalecimiento del propio sector y para 

una gobernanza más colaborativa de las políticas sociales. 

En suma, el objeto de la futura Ley del Tercer Sector de Acción Social de Canarias 

es reconocer, ordenar y reforzar el papel del sector en el marco de las políticas 

públicas, proporcionando seguridad jurídica, canales estables de participación y 

un marco de referencia común que permita avanzar hacia un modelo de acción 

social más coherente, participativo y adaptado a la realidad canaria.

3.3. Principios inspiradores
La futura Ley del Tercer Sector de Acción Social de Canarias deberá inspirarse, 

en primer lugar, en los principios de necesidad, eficacia y proporcionalidad, en la 

medida en que responde a una situación de insuficiente regulación específica del 

sector y persigue dotarlo de un marco jurídico propio, adecuado y coherente con 

su realidad. La intervención normativa se justifica por la necesidad de reconocer y 

ordenar un ámbito de actuación social consolidado, garantizando que las medi-

das previstas sean idóneas para los fines perseguidos, eficaces en su aplicación y 

proporcionadas en relación con los objetivos de interés general que se pretenden 

alcanzar.

Asimismo, la ley se fundamentará en el principio de transversalidad de género, 

entendiendo que las desigualdades de género atraviesan de forma estructural las 

realidades sociales sobre las que actúa el Tercer Sector de Acción Social. Este prin-

cipio implica la integración sistemática de la perspectiva de género en el diseño, 

desarrollo, ejecución y evaluación de las políticas públicas relacionadas con el 

sector, en coherencia con la normativa estatal y autonómica en materia de igual-

dad entre mujeres y hombres, así como con los marcos normativos dirigidos a ga-

rantizar la igualdad real y efectiva y la no discriminación de las personas LGTBIQ+.
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Concebimos dicha transversalidad desde un enfoque interseccional, que reco-

noce la concurrencia y acumulación de múltiples ejes de desigualdad —como la 

raza, la situación administrativa, la discapacidad, la edad o la identidad sexual— y 

la necesidad de incorporar, junto a la perspectiva de género, otras miradas, como 

la perspectiva antirracista, para abordar de manera justa y eficaz las situaciones 

de discriminación y exclusión social.

La ley se inspirará igualmente en los principios de participación social, solidaridad, 

igualdad y justicia social, reconociendo el valor de la implicación activa de la ciu-

dadanía organizada en la construcción de una sociedad más cohesionada. Estos 

principios se articulan desde el reconocimiento de la responsabilidad pública en 

la garantía de los derechos sociales, junto con la corresponsabilidad del conjunto 

de actores sociales en la promoción de la justicia social y la mejora del bienestar 

colectivo.

En este marco, adquieren especial relevancia los principios de diálogo civil y de-

mocracia participativa, entendidos como instrumentos fundamentales para una 

gobernanza más abierta, transparente y colaborativa de las políticas públicas. La 

participación estructurada del Tercer Sector de Acción Social en los espacios de 

diálogo y concertación contribuye a mejorar la calidad de las decisiones públicas, 

incorporar el conocimiento de proximidad y reforzar la legitimidad democrática 

de las actuaciones en el ámbito social.

La ley se rige asimismo por el principio de coherencia de las políticas públicas, 

promoviendo una actuación coordinada y alineada de las distintas áreas de inter-

vención pública que inciden en la cohesión social, la igualdad de oportunidades 

y el desarrollo humano. Este principio se complementa con una visión ecosocial, 

que reconoce la interdependencia entre las dimensiones social, económica y am-

biental, y la necesidad de abordar las desigualdades desde enfoques integrales 

que tengan en cuenta los límites ecológicos, la sostenibilidad y la justicia interge-

neracional.

En conjunto, estos principios inspiradores orientan la futura ley hacia un modelo 

de acción pública que reconoce, refuerza y articula el papel del Tercer Sector de 

Acción Social como agente clave para la cohesión social, la participación demo-

crática y la transformación social, desde una perspectiva de derechos, equidad y 

sostenibilidad.
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4. Propuesta de estructura del texto legal 
A partir del análisis realizado y de las aportaciones recogidas en el proceso partici-

pativo, proponemos que la futura Ley del Tercer Sector de Acción Social de Cana-

rias se estructure en cuatro capítulos, que permitan ordenar de manera coherente 

y progresiva los distintos contenidos normativos, atendiendo tanto a la lógica inter-

na de la norma como a la experiencia acumulada en procesos previos y en otras 

regulaciones de referencia.

El Capítulo I, sobre disposiciones generales, se orientaría a establecer los elemen-

tos básicos de la ley, incluyendo su objeto, ámbito de aplicación y las definiciones 

necesarias para una correcta comprensión del texto normativo. Este capítulo per-

mitiría fijar un marco común de referencia, clarificando qué se entiende por Tercer 

Sector de Acción Social y delimitando el alcance de la norma, sin entrar aún en 

desarrollos operativos.

El Capítulo II, de las entidades del Tercer Sector de Acción Social, se centraría en 

la caracterización de las entidades que integran el sector, abordando aspectos 

como sus requisitos, principios de actuación, ámbitos de intervención y mecanis-

mos de reconocimiento y registro. Este capítulo tiene como finalidad dotar de se-

guridad jurídica al sector, reconociendo su diversidad y evitando enfoques restricti-

vos que no reflejen la realidad territorial y organizativa existente en Canarias.

El Capítulo III, sobre participación social y diálogo civil, agruparía los contenidos 

relativos a la participación estructurada del Tercer Sector de Acción Social en la 

elaboración, seguimiento y evaluación de las políticas públicas. En este capítulo se 

incluirían los instrumentos de diálogo civil, los espacios de interlocución estables y 

los mecanismos de participación institucional, reforzando una concepción demo-

crática y colaborativa de la gobernanza de las políticas sociales.

Por último, el Capítulo IV, del fomento del Tercer Sector de Acción Social, se dedi-

caría a las medidas de impulso, promoción y fortalecimiento del sector, incorpo-

rando aspectos relacionados con el fomento institucional, la financiación, la plani-

ficación estratégica y otros instrumentos orientados a garantizar su sostenibilidad, 

estabilidad y capacidad de respuesta a medio y largo plazo.
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La elección de esta estructura responde a criterios técnicos claramente identifica-

dos. En primer lugar, obedece a un criterio de continuidad con el proceso desa-

rrollado en los años 2018-2019, en el que ya se planteó una organización similar del 

texto legal, lo que permite recuperar el trabajo previo y mantener una coherencia 

evolutiva en el diseño normativo. En segundo lugar, esta estructura fue la que se 

adoptó en el diseño metodológico del proceso participativo actual, organizando 

las aportaciones en torno a cuatro submesas temáticas que responden directa-

mente a estos bloques, lo que refuerza la coherencia entre metodología, análisis y 

propuesta normativa.

Finalmente, la estructura propuesta guarda una relación clara con el marco nor-

mativo estatal y autonómico de referencia, en particular con la Ley 43/2015, de 9 

de octubre, del Tercer Sector de Acción Social, así como con leyes autonómicas 

de contenido similar aprobadas en otras comunidades autónomas. Estas normas, 

consultadas tanto al inicio del proceso metodológico como en la elaboración del 

presente documento, presentan esquemas comparables que combinan disposi-

ciones generales, reconocimiento del sector, participación y medidas de fomento, 

lo que avala la adecuación de la estructura propuesta.

En conjunto, esta propuesta de estructura pretende ofrecer un esqueleto norma-

tivo claro, coherente y contrastado, que facilite el posterior trabajo de redacción 

jurídica, sin encorsetar su desarrollo, y que refleje de manera fiel los contenidos y 

prioridades surgidos del proceso participativo desarrollado en Canarias.
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5. Contenidos normativos 
propuestos por capítulos
Capítulo I. Disposiciones generales
5.I.1. Objeto

El presente capítulo tiene por finalidad establecer los elementos básicos que deli-

mitan y ordenan el marco jurídico del Tercer Sector de Acción Social de Canarias. 

A través de la definición del objeto de la ley, su ámbito de aplicación y los con-

ceptos fundamentales que la sustentan, se busca dotar de claridad, coherencia y 

seguridad jurídica al conjunto del texto normativo.

En particular, este capítulo fija un perímetro común del Tercer Sector de Acción So-

cial basado en la finalidad y la función social desempeñada, superando interpre-

taciones restrictivas ligadas exclusivamente a la forma jurídica o a la prestación de 

servicios. Asimismo, clarifica el ámbito territorial de aplicación de la ley e incorpo-

ra definiciones clave que permiten una comprensión compartida de los concep-

tos centrales, sentando las bases para una aplicación homogénea de la norma y 

para una relación más ordenada, transparente y coherente entre el Tercer Sector 

de Acción Social y los poderes públicos.

5.I.2. Contenidos normativos propuestos

Contenido normativo 1 - Objeto de la ley
1.	 Se propone que la ley tenga por objeto establecer el marco jurídico del Tercer 

Sector de Acción Social de Canarias, regulando los requisitos y características 

que han de reunir las entidades que lo conforman y sus organizaciones repre-

sentativas; y establecer las medidas y los mecanismos para su promoción.

2.	 Asimismo, impulsar la participación y colaboración del Tercer Sector de Acción 

Social en la conformación de las políticas públicas que afecten a sus ámbitos 

de intervención social y, en general, el diálogo civil entre las entidades del Ter-

cer Sector de Acción Social y con las administraciones públicas de la Comuni-

dad Autónoma de Canarias.
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Contenido normativo 2 - Ámbito de aplicación
1.	 Planteamos que la ley sea de aplicación a las entidades y organizaciones del 

Tercer Sector de Acción Social reconocidas por los requisitos de la propia ley 

que desarrollen actividad en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma 

de Canarias.

2.	 Asimismo, proponemos que el ámbito de aplicación incluya explícitamente a 

aquellas entidades que, aun adoptando fórmulas jurídicas propias de la econo-

mía social o de la iniciativa social —incluidas las empresas de inserción, centros 

especiales de empleo y otras figuras singulares—, desarrollen su actividad con 

fines de interés social, sin ánimo de lucro y con reinversión íntegra de sus exce-

dentes, si los hubiera, en el cumplimiento de dichos fines, siempre que cumplan 

los requisitos y condiciones que se proponen establecer en la propia ley y en su 

desarrollo reglamentario.

3.	 Tomando como referencia el proyecto de Ley del Tercer Sector de Acción So-

cial de Canarias tramitado en el período 2018-2019, en el que se establecía la 

exclusión de determinados organismos y entidades que, por su naturaleza, fines 

o adscripción institucional no se entienden comprendidos dentro del ámbito 

del Tercer Sector de Acción Social; se propone mantener el criterio jurídico de 

explicitar las exclusiones revisando que no suponga una incoherencia con los 

puntos 1 y 2 de esta propuesta de contenido normativo.

Contenido normativo 3 - Definiciones
1.	 Entidades del Tercer Sector de Acción Social   

Las entidades del Tercer Sector de Acción Social de Canarias se definirían por 

ser aquellas entidades privadas que, con independencia de la forma jurídica 

adoptada,  sin ánimo de lucro, surgidas de la iniciativa social y con presencia 

y actividad en la Comunidad Autónoma de Canarias; desarrollan una función 

social de interés general, de carácter público y comunitario, mediante actua-

ciones de intervención social orientadas a la promoción y garantía de dere-

chos, la justicia social y la mejora del bienestar de las personas, familias, grupos, 

colectivos y comunidades, así como de los determinantes sociales y contextos 

que influyen en sus derechos y oportunidades, especialmente de quienes se en-

cuentran en situación de vulnerabilidad, desigualdad o exclusión social.

De esta forma, cabe explicitar que se incluye a aquellas entidades que, adop-

tando fórmulas jurídicas propias de la economía social o de la iniciativa social, 

desarrollen su actividad con fines sociales y sin ánimo de lucro, o bien con rein-

versión íntegra de los posibles excedentes en el cumplimiento de dichos fines, 

siempre que cumplan los requisitos que se establezcan en la propia ley y en su 

desarrollo reglamentario.
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2.	 Organizaciones representativas del Tercer Sector de Acción Social

Proponemos redefinir las organizaciones representativas del Tercer Sector de 

Acción Social como aquellas estructuras organizativas de segundo o ulterior 

nivel, integradas por entidades del sector, que tienen por finalidad la represen-

tación, articulación, defensa y promoción de los intereses comunes del Tercer 

Sector de Acción Social, así como la canalización de su participación en los 

espacios de diálogo civil y en las políticas públicas.

3.	 Diálogo civil

Defendemos que la ley describa el diálogo civil como un marco estable y es-

tructurado de relación entre las administraciones públicas y las entidades del 

Tercer Sector de Acción Social, así como sus organizaciones representativas, 

orientado a garantizar su participación efectiva en la conformación, desarrollo, 

seguimiento y evaluación de las políticas públicas que afecten a sus ámbitos 

de intervención social.

4.	 Intervención social

A la luz del proceso participativo, la intervención social debe redefinirse como 

el conjunto de actuaciones orientadas a la promoción, garantía y ejercicio 

efectivo de los derechos sociales, la cohesión social, la igualdad y la justicia so-

cial, desarrolladas para dar respuesta a necesidades sociales existentes o emer-

gentes y para incidir sobre las condiciones sociales que generan situaciones de 

vulnerabilidad, desigualdad o exclusión. 

Estas actuaciones podrán desarrollarse, entre otras formas, mediante acciones 

de atención directa, prevención, acompañamiento, acción comunitaria, sen-

sibilización, incidencia social, fortalecimiento de capacidades, participación 

social, defensa de derechos, detección de necesidades e innovación social, 

sin que la intervención social quede limitada exclusivamente a la prestación de 

servicios o a la relación directa con personas o colectivos concretos.

Desde el análisis técnico, en referencia al concepto de responsabilidad social 

corporativa (RSC) incluido en el proyecto de Ley del Tercer Sector de Acción So-

cial de Canarias tramitado en el período 2018-2019, proponemos su exclusión del 

marco general de la ley. Esta exclusión se fundamenta en que la RSC constituye 

un enfoque propio de entidades ajenas al Tercer Sector de Acción Social, funda-

mentalmente empresas y otras organizaciones con fines mercantiles, y responde a 

lógicas, finalidades y marcos normativos distintos a los que caracterizan a las enti-

dades del Tercer Sector, por lo que su inclusión en esta ley podría generar confusión 

conceptual y desdibujar los contornos jurídicos del sector.
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Capítulo II. De las entidades del Tercer Sector de Acción Social
5.II.1. Objeto

El presente capítulo tiene por objeto regular el régimen jurídico básico de las enti-

dades y organizaciones que conforman el Tercer Sector de Acción Social de Ca-

narias, estableciendo los elementos comunes que permiten su reconocimiento, or-

denación y articulación como un sector social diferenciado, coherente y dotado 

de identidad propia.

A través de la definición de los requisitos para su reconocimiento, la ordenación 

de sus objetivos de interés social, la fijación de los principios que deben orientar su 

actuación y la creación de un registro específico, este capítulo persigue reforzar 

la seguridad jurídica, la transparencia, la autonomía y la cohesión del sector, así 

como facilitar su relación con las administraciones públicas, reconociendo su di-

versidad organizativa, su arraigo territorial y su contribución al interés general y a la 

transformación social en Canarias.

5.II.2. Contenidos normativos propuestos

Contenido normativo 4 - Régimen jurídico
Sin aportaciones novedosas, se coincide en que las entidades y organizaciones 

representativas del Tercer Sector de Acción Social de Canarias, se rijan por esta 

nueva ley del Tercer Sector de Acción Social, además de por la legislación que sea 

aplicable en función de la forma jurídica que adopten y por la específica regula-

dora de la materia en la que intervengan.

Contenido normativo 5 - Requisitos
Se propone que el artículo relativo a los requisitos para el reconocimiento de las 

entidades del Tercer Sector de Acción Social establezca, al menos, los siguientes 

requisitos generales:

1.	 Estar constituidas bajo alguna de las formas organizativas previstas en el orde-

namiento jurídico que les reconozcan personalidad jurídica privada y persona-

lidad jurídica propia para actuar en el tráfico jurídico.

2.	 Tener contemplado en sus actos o normas de constitución y estatutarias que su 

actuación se desarrolle total o parcialmente en el ámbito territorial de Cana-

rias.

3.	 Haber surgido de la iniciativa ciudadana o de la iniciativa social y mantener 

una vinculación responsable y estable con las realidades sociales, los derechos 
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y las necesidades sociales del territorio a las que orientan su actuación, de con-

formidad con sus fines estatutarios.

4.	 Tener establecido en sus actos o normas de constitución y estatutarias que los 

posibles beneficios o excedentes económicos derivados de su actividad de-

berán destinarse íntegramente al cumplimiento de sus fines sociales, al soste-

nimiento de la entidad o al desarrollo de sus actividades de interés social, sin 

reparto entre personas físicas o jurídicas vinculadas a la misma.

5.	 Contar con estructuras organizativas que permitan la participación de las per-

sonas asociadas, voluntarias o vinculadas a la entidad, de acuerdo con su na-

turaleza, fines y dimensión.

6.	 Disfrutar de plena autonomía en su organización, gestión y toma de decisiones 

respecto de las administraciones públicas y sus organismos, sin perjuicio de que 

puedan recibir financiación pública para el desarrollo de sus actividades.

7.	 Actuar con criterios de transparencia, en particular en el ámbito económico y 

financiero, en los términos que se determinen reglamentariamente.

8.	 Desarrollar su actividad de conformidad con los objetivos y principios de actua-

ción previstos en la propia ley.

9.	 Garantizar en su organización, funcionamiento y actuaciones, el principio de 

igualdad de trato y de oportunidades y el de no discriminación, de conformi-

dad con la normativa estatal y autonómica vigente en relación a estas mate-

rias, atendiendo como legislación básica y transversal a la Ley 15/2022, de 12 

de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación y la normativa 

en materia de igualdad entre mujeres y hombres así como la relativa a la ga-

rantía de los derechos de las personas y grupos, garantizando la igualdad real 

y efectiva así como la prevención y eliminación de cualquier forma de discri-

minación.

Se recomienda que la concurrencia de estos requisitos sea exigible únicamente 

para el reconocimiento como entidad del Tercer Sector de Acción Social, sin que 

dicho reconocimiento quede vinculado, de forma automática, a la habilitación 

para la prestación de servicios sociales en colaboración con el sistema público, 

remitiendo estas cuestiones a la normativa sectorial correspondiente.

Contenido normativo 6 - Objetivos de interés social
1.	 A efectos meramente orientativos y sin carácter limitativo, en correspondencia 

y referenciando el artículo donde se define la intervención social, la ley debería 

reconocer que las actuaciones del Tercer Sector de Acción Social pueden desa-

rrollarse, entre otros, en los siguientes ámbitos o espacios de intervención social:
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•	 La acción sociolaboral, la lucha contra la pobreza y la exclusión social, y la 

promoción de la cohesión, igualdad y justicia social.

•	 Los servicios sociales y sociosanitarios, así como las actuaciones en los es-

pacios de interacción entre los ámbitos social, sanitario, educativo, habi-

tacional, laboral, judicial y comunitario.

•	 La promoción y defensa de los derechos humanos, la igualdad de oportu-

nidades y la prevención de todas las formas de discriminación y violencia, 

incluida la violencia de género.

•	 La promoción de la salud, el bienestar social y la calidad de vida desde 

enfoques preventivos, comunitarios e integrales.

•	 La cooperación internacional para el desarrollo, la solidaridad internacio-

nal, la educación para la ciudadanía global, la sensibilización social y la 

cultura de paz.

•	 La participación ciudadana, el fortalecimiento del tejido social, el volunta-

riado, la ayuda mutua y el asociacionismo.

•	 La detección de necesidades sociales, la investigación, la innovación so-

cial y la adaptación a necesidades sociales emergentes.

•	 La acción socioambiental, orientada a la protección de derechos, el bien-

estar social y la reducción de desigualdades.

•	 Cualquier otra que responda a la naturaleza y fines de las entidades y 

organizaciones representativas del Tercer Sector de Acción Social, de con-

formidad con lo establecido en la ley.

Como nota técnica, cabe explicitar que lo que se propone para el articulado refe-

rido a los objetivos de interés social es que adopte un enfoque funcional, amplio y 

no exhaustivo, evitando un listado cerrado de ámbitos de intervención social que 

limite la diversidad y evolución del sector.

Contenido normativo 7 - Principios de actuación
Se propone que las entidades y organizaciones que conforman el Tercer Sector de 

Acción Social de Canarias orienten su actuación conforme a los siguientes princi-

pios generales:

1.	 Defensa y promoción de los derechos humanos y el bienestar social 

Actuaciones orientadas a la garantía y el ejercicio efectivo de los derechos 

humanos, la accesibilidad universal, la igualdad de trato y de oportunidades, la 

equidad y la no discriminación, contribuyendo a la justicia social y a la mejora 

del bienestar social, con especial atención a las personas, familias, colectivos 

o comunidades en situación de vulnerabilidad, desigualdad o exclusión social.



36

2.	 Participación social y fortalecimiento del tejido comunitario

Promoción de la participación activa de la ciudadanía en la acción social, 

fomentando el voluntariado, el asociacionismo y la implicación de las personas 

destinatarias de la intervención social, tanto en la vida interna de las entidades 

como en el diseño, desarrollo y evaluación de sus actuaciones.

3.	 Diálogo civil y cooperación con los poderes públicos

Actuación desde una relación de cooperación y complementariedad con las 

administraciones públicas, basada en el respeto a la autonomía mutua y en el 

reconocimiento del valor social del sector, promoviendo el diálogo civil como 

marco para una participación efectiva, estable y estructurada en las políticas 

públicas de carácter social, sin que ello suponga la sustitución de las responsa-

bilidades públicas.

4.	 Democracia interna, transparencia y buen gobierno

Garantías de un funcionamiento democrático, participativo y transparente, ac-

tuando con responsabilidad en su gestión, asegurando la rendición de cuentas, 

evaluando su impacto y el uso adecuado de los recursos en favor de la sosteni-

bilidad social, económica y ambiental, así como la coherencia entre sus fines, 

valores y prácticas.

5.	 Enfoque integral, transversal y territorial de la intervención social

Actuaciones desarrolladas desde un enfoque integral y transversal, teniendo en 

cuenta la concurrencia de múltiples factores de desigualdad y vulnerabilidad, 

y promoviendo la coordinación con otros ámbitos, políticas y sistemas de res-

ponsabilidad pública, así como el trabajo en red y la atención y adaptación a 

la diversidad territorial e insular.

Contenido normativo 8 - Registro de entidades y organizaciones del Tercer Sector de 
Acción Social
1.	 Proponemos que la ley establezca la existencia de un registro público especí-

fico de entidades y organizaciones del Tercer Sector de Acción Social de Ca-

narias, como instrumento de reconocimiento oficial y sistema de ordenación 

básica y conocimiento del sector.

2.	 El registro tendría carácter público, accesible y transparente, y en él podrían 

inscribirse las entidades y organizaciones representativas del Tercer Sector de 

Acción Social que acrediten reunir los requisitos establecidos en esta ley.

3.	 Proponemos que el registro permita identificar y clasificar a las entidades inscri-

tas atendiendo, al menos, a su tipología organizativa, su territorio de actuación 

y sus ámbitos generales de intervención social en los que desarrollan su activi-

dad, de acuerdo con lo que se determine reglamentariamente.
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4.	 La inscripción en el registro se configuraría como requisito habilitante para el 

acceso a los instrumentos de colaboración, financiación, concertación o parti-

cipación vinculados al sistema público de bienestar social, en los términos que 

se establezcan en la normativa aplicable.

5.	 La ley debería prever que el funcionamiento del registro se rija por criterios de 

proporcionalidad administrativa, de forma que su diseño y requisitos no supon-

gan una barrera de acceso injustificada para las entidades, teniendo en cuen-

ta la diversidad organizativa, territorial e insular del Tercer Sector de Acción So-

cial en Canarias.

Capítulo III. Participación Social y Diálogo Civil 

5.III.1. Objeto

El presente capítulo tiene por finalidad regular los mecanismos de participación 

social y diálogo civil entre las administraciones públicas de la Comunidad Autóno-

ma de Canarias y las entidades del Tercer Sector de Acción Social, como elemen-

tos esenciales para una gobernanza democrática y colaborativa de las políticas 

públicas de carácter social. Desde este enfoque, se reconoce al Tercer Sector de 

Acción Social como un interlocutor cualificado, en atención a su conocimiento de 

proximidad, su experiencia y su contribución a la identificación de necesidades 

sociales y a la mejora de la calidad de las políticas públicas.

El capítulo aborda tanto los instrumentos de diálogo civil como la participación del 

sector en los procesos de elaboración y evaluación de las políticas públicas y en 

espacios institucionales estables de interlocución, promoviendo criterios de estabi-

lidad, estructuración, transparencia y retorno de las aportaciones realizadas. Con 

ello, se pretende reforzar la participación del Tercer Sector de Acción Social desde 

una lógica de diálogo civil y democracia participativa, dotándola de mayor co-

herencia, continuidad y reconocimiento institucional.

5.III.2. Contenidos normativos propuestos

Contenido normativo 9 - Instrumentos de diálogo civil
1.	 Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Canarias debe-

rían contar con instrumentos estables, permanentes y estructurados de diálogo 

civil con las entidades del Tercer Sector de Acción Social, como cauces forma-

les de interlocución, comunicación y colaboración en el ámbito de las políticas 

públicas de carácter social.
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2.	 Los instrumentos de diálogo civil deberían orientarse a garantizar una interlocu-

ción continua y reconocida institucionalmente, que responda al principio de 

accesibilidad universal y que busque la representación equilibrada territorial y 

sectorial, teniendo en cuenta la diversidad insular, la pluralidad de ámbitos de 

intervención social y las distintas dimensiones de las entidades del Tercer Sector 

de Acción Social.

3.	 A efectos de lo previsto en esta propuesta normativa, los instrumentos de diá-

logo civil podrían articularse a través de diversas formas, tales como mesas de 

diálogo, comisiones de trabajo, foros sectoriales o insulares, espacios técnicos 

de coordinación y herramientas digitales de comunicación y consulta, sin per-

juicio de otros mecanismos que puedan establecerse, de acuerdo con lo que 

se determine reglamentariamente.

4.	 En este marco, la Mesa del Tercer Sector de Acción Social de Canarias, cuya 

creación se prevé en el contenido normativo 11, debería configurarse como el 

principal espacio institucional de diálogo civil entre las administraciones públi-

cas de la Comunidad Autónoma de Canarias y las entidades del Tercer Sector 

de Acción Social, sin perjuicio de la existencia y articulación de otros instrumen-

tos, foros o espacios de participación que resulten necesarios por razón de la 

materia o del ámbito territorial. 

5.	 El funcionamiento de los instrumentos de diálogo civil debería basarse en cri-

terios de transparencia, facilitando la difusión de sus trabajos y resultados, así 

como el acceso a la información generada en el marco de dichos espacios, 

en los términos que se definan en su desarrollo. 

Contenido normativo 10 - Participación en la elaboración y evaluación de las 
políticas públicas  
1.	 Las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Canarias debe-

rían promover la participación activa, estable y continuada de las entidades 

del Tercer Sector de Acción Social y de su personal técnico en la elaboración y 

evaluación de las políticas públicas que afecten a sus ámbitos de intervención 

social, en condiciones de igualdad y reconocimiento institucional, como parte 

integrante de una gobernanza democrática y participativa.

2.	 Dicha participación debería articularse de forma ordenada y estructurada, 

prestando especial atención a las fases de diagnóstico, seguimiento y eva-

luación, y favoreciendo la aportación de conocimiento, datos, experiencias y 

análisis del impacto social, con el fin de mejorar la calidad, pertinencia y ade-

cuación de las políticas públicas a las realidades sociales y territoriales.

3.	 Los procesos participativos deberían garantizar mecanismos de retorno, de 
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modo que las aportaciones realizadas por las entidades del Tercer Sector sean 

debidamente consideradas y respondidas de forma motivada por las adminis-

traciones públicas.

Contenido normativo 11 - Mesa del Tercer Sector de Acción Social de Canarias
1.	 Recomendamos la configuración de la Mesa del Tercer Sector de Acción So-

cial de Canarias como un órgano estable y permanente de diálogo, concebi-

do como espacio de encuentro, interlocución, participación y asesoramiento 

entre las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Canarias y 

las entidades del Tercer Sector de Acción Social.

2.	 La Mesa del Tercer Sector de Acción Social de Canarias debería orientarse a 

garantizar una representación plural y equilibrada del sector, atendiendo a cri-

terios de diversidad territorial e insular, ámbitos de intervención social y represen-

tatividad, así como al papel de las organizaciones representativas existentes.

3.	 Para el adecuado desarrollo de sus funciones, la Mesa podría apoyarse en co-

misiones o grupos de trabajo temáticos y territoriales, así como en otros me-

canismos que faciliten su funcionamiento continuado, la transparencia de sus 

trabajos y el retorno efectivo de sus aportaciones al conjunto de las entidades.

4.	 La denominación, composición, funciones y régimen de funcionamiento de la 

Mesa podrían concretarse reglamentariamente, de acuerdo con los principios 

recogidos en la ley.

Contenido normativo 12 - Participación del Tercer Sector de Acción Social en el 
Consejo Económico y Social 
Proponemos que las organizaciones del Tercer Sector de Acción Social de Ca-

narias participen en el Consejo Económico y Social de Canarias, de manera que 

tengan derecho a designar una persona representante como miembro de pleno 

derecho, en los términos y a través de las fórmulas que disponga la norma regula-

dora de dicho órgano.

Contenido normativo 13 – Participación del Tercer Sector de Acción Social en otros 
órganos colegiados y espacios institucionales
Proponemos que las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de 

Canarias promuevan la participación del Tercer Sector de Acción Social en otros 

consejos, comisiones u órganos colegiados de carácter consultivo, estratégico o 

de coordinación, en aquellos ámbitos en los que se aborden materias relaciona-

das con la justicia social, la igualdad de oportunidades, el bienestar social o los 

derechos sociales.
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Dicha participación debería articularse de manera ordenada y coherente con los 

principios de diálogo civil y democracia participativa, atendiendo a criterios de 

representatividad, diversidad territorial y sectorial, y respetando el régimen jurídico 

propio de cada órgano, en los términos que se determinen en su normativa regu-

ladora o en su desarrollo reglamentario.

Capítulo IV. Del Fomento del Tercer Sector de Acción Social 

5.IV.1. Objeto

El presente capítulo tiene por finalidad establecer un marco de fomento del Tercer 

Sector de Acción Social de Canarias, orientado a reforzar su sostenibilidad, estabi-

lidad y capacidad de respuesta ante las necesidades sociales, así como a mejorar 

la calidad y el impacto de su intervención.

A tal efecto, el capítulo aborda de forma integrada las medidas de fomento, la 

financiación del sector y la planificación estratégica, incorporando tanto apoyos 

económicos como no económicos y promoviendo un sistema estable, suficiente 

y sostenible, adaptado a la diversidad territorial y organizativa del archipiélago y 

orientado a dotar de coherencia y continuidad a las políticas públicas dirigidas al 

Tercer Sector de Acción Social.

5.IV.2. Contenidos normativos propuestos

Contenido normativo 14 - Medidas de fomento de las entidades del Tercer Sector de 
Acción Social de Canarias
1.	 Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Canarias de-

berían promover un conjunto de medidas de fomento orientadas a fortalecer 

el Tercer Sector de Acción Social, mejorar la sostenibilidad de sus entidades y 

reforzar la calidad y el impacto de su intervención social.

2.	 Dichas medidas deberían combinar apoyos económicos y no económicos, in-

cluyendo el asesoramiento técnico, la formación, la cesión de espacios, la sim-

plificación de los procedimientos administrativos, el impulso del trabajo en red 

y la visibilización del sector.

3.	 Asimismo, las medidas de fomento podrían incorporar instrumentos específicos 

de reconocimiento y apoyo, tales como incentivos a la participación social y 

a las donaciones, distintivos o sellos de identificación del Tercer Sector y herra-

mientas de análisis y conocimiento compartido, cuya concreción y desarrollo 

se abordarán mediante los instrumentos que resulten más adecuados.
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4.	 La aplicación de las medidas de fomento debería atender a criterios de equi-

dad territorial y organizativa, teniendo en cuenta la diversidad insular, la dimen-

sión de las entidades y las distintas realidades en las que desarrollan su activi-

dad.

Contenido normativo 15 - Financiación del Tercer Sector de Acción Social de Canarias
1.	 Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Canarias debe-

rían promover un sistema de financiación del Tercer Sector de Acción Social 

basado en principios de estabilidad, suficiencia y sostenibilidad, que combine 

distintas fórmulas e instrumentos de financiación.

2.	 Dicho sistema debería favorecer la coexistencia de mecanismos plurianuales y 

anuales, tales como convocatorias de subvenciones, conciertos y convenios, 

así como otras fórmulas de financiación adecuadas a la naturaleza de los ser-

vicios y proyectos financiados.

3.	 Los criterios de acceso, requisitos y baremación deberían diseñarse de forma 

equitativa, priorizando la calidad de los proyectos, el impacto social y la ade-

cuación de las actuaciones a las necesidades sociales detectadas, así como 

teniendo en cuenta la diversidad territorial, la dimensión de las entidades y las 

especificidades de las islas no capitalinas.

4.	 Asimismo, la financiación pública debería tender a incorporar fórmulas de 

pago y plazos de ejecución adaptados a la continuidad de la intervención 

social, cuya concreción se abordará en el desarrollo normativo y en las bases 

reguladoras correspondientes.

Contenido normativo 16 - Estrategia de Fomento de las entidades del Tercer Sector de 
Acción Social de Canarias
1.	 Recomendamos que el Gobierno de Canarias apruebe una Estrategia de fo-

mento del Tercer Sector de Acción Social, como instrumento de planificación y 

coordinación de las políticas públicas dirigidas al sector.

2.	 La Estrategia debería elaborarse con la participación de las entidades del Ter-

cer Sector, contar con mecanismos de seguimiento y evaluación y disponer de 

una ficha financiera que garantice su viabilidad.

3.	 La Estrategia podría tener una vigencia orientativa comprendida entre tres y 

cinco años, o una duración equivalente no vinculada estrictamente a la legis-

latura, con revisiones periódicas que permitan su adaptación a la evolución de 

las necesidades sociales y del propio sector.

4.	 La Estrategia debería incluir líneas de actuación relativas, entre otras, a la for-

mación y cualificación de profesionales y voluntariado, la profesionalización 
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del sector, la innovación social, la mejora de las condiciones laborales, el im-

pulso de empresas de inserción y centros especiales de empleo, la contrata-

ción pública responsable, la implementación del registro del Tercer Sector de 

Acción Social como herramienta básica de ordenación, conocimiento y plani-

ficación del sector, y el uso de herramientas de análisis y seguimiento, como la 

creación de un Observatorio del Tercer Sector de Acción Social, desarrollado 

en el siguiente punto. 

5.	 En el marco de la Estrategia de fomento, proponemos la creación de un Ob-

servatorio del Tercer Sector de Acción Social de Canarias, como herramienta 

de análisis, conocimiento y seguimiento de la realidad del sector, orientada a 

apoyar la planificación, la evaluación de las políticas públicas y la toma de 

decisiones basada en evidencias. El alcance, las funciones y la forma de ar-

ticulación del Observatorio se definirían en el desarrollo correspondiente, con 

la participación de las entidades y organizaciones del Tercer Sector de Acción 

Social.
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6. Aportaciones adicionales para el desarrollo 
reglamentario o aplicación de la ley 
En este apartado presentamos aportaciones relevantes surgidas en el marco del 

proceso participativo que, aun contando con un amplio grado de consenso y 

siendo consideradas de especial interés por las entidades participantes, no se han 

incorporado directamente al contenido normativo de la ley por criterios técnicos.

Se trata de aportaciones de carácter principalmente operativo o procedimental 

que, por su nivel de detalle o por requerir un mayor grado de flexibilidad, resultan 

más adecuadas para su incorporación en fases posteriores, como el desarrollo re-

glamentario, la planificación estratégica, los programas específicos o las prácticas 

de gestión. Este apartado tiene por finalidad preservar y visibilizar estos contenidos, 

así como ofrecer orientaciones útiles para la correcta aplicación y despliegue de 

la ley.

6.1.  Criterios de aplicación 
proporcional de la ley 
Aunque la ley prevé un marco amplio de requisitos que permite el reconocimiento 

de entidades de distinto tamaño y naturaleza, durante el proceso identificamos 

medidas adicionales orientadas a acompañar a aquellas entidades que pueden 

encontrar mayores dificultades de acceso y reconocimiento. A continuación, se 

recogen algunas aportaciones que deberían tenerse en cuenta en el desarrollo re-

glamentario posterior o en la elaboración de instrumentos estratégicos específicos.

•	 Aplicar los requisitos previstos en la ley desde un enfoque proporcional, ha-

bida cuenta del tamaño, la capacidad organizativa y la realidad territorial 

de las entidades.

•	 Prever medidas específicas de acompañamiento técnico y adaptación 

de requisitos para entidades pequeñas y para aquellas que desarrollan su 

actividad en islas no capitalinas, evitando efectos excluyentes derivados 

de la aplicación homogénea de exigencias formales.

•	 Valorar la presencia y actuación estable en el territorio, y en particular en 

la isla donde se desarrolla la intervención social, como un elemento rele-

vante en los procesos de reconocimiento y aplicación de la ley, vinculado 

a la continuidad y estabilidad de la acción social.
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•	 Acompañar la aplicación de los principios de actuación con medidas 

de apoyo a la formación y cualificación de las entidades, que faciliten su 

cumplimiento efectivo y eviten que queden limitados a un plano mera-

mente declarativo.

6.2.  Registro del Tercer Sector 
de Acción Social
Durante el proceso participativo identificamos de forma reiterada la necesidad de 

que el registro del Tercer Sector de Acción Social supere una función meramente 

acreditativa y se configure como una herramienta útil para la ordenación, el co-

nocimiento y la planificación del sector. A continuación, se recogen las principales 

aportaciones a tener en cuenta en su desarrollo reglamentario.

•	 Garantizar una actualización periódica de los datos, con una frecuencia 

razonable que no genere cargas administrativas excesivas, valorando su 

vinculación a procedimientos ordinarios y simplificados.

•	 Impulsar una transformación digital del registro, orientada a su practicidad 

y utilidad, que facilite la consulta pública, la gestión interna y el acceso a 

la información relevante, garantizando su carácter público, accesible y 

transparente.

•	 Valorar la posibilidad de autoactualización de determinados datos no vin-

culantes por parte de las entidades, bajo supervisión administrativa, como 

medida de simplificación y corresponsabilidad.

•	 Evitar la duplicidad de trámites e información con otros registros públicos, 

avanzando hacia fórmulas de interoperabilidad o ventanilla única que re-

duzcan la carga administrativa para las entidades.

•	 Definir de forma clara el órgano o unidad administrativa competente para 

la gestión del registro, valorando su adscripción a un departamento con 

capacidad transversal, dotándolo de recursos suficientes, estabilidad y co-

nocimiento especializado del sector, así como de canales de comunica-

ción accesibles con las entidades.

•	 Incorporar medidas de acompañamiento y apoyo técnico vinculadas al 

registro, dirigidas especialmente a entidades pequeñas, de islas no capi-

talinas o afectadas por la dispersión territorial, para facilitar su inscripción y 

actualización.

•	 Utilizar el registro como herramienta de apoyo a los procesos de participa-

ción y diálogo civil, facilitando una representación plural y territorialmente 

equilibrada del Tercer Sector en los distintos espacios de gobernanza.
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6.3. Gobernanza, diálogo civil 
y participación del Tercer Sector
El proceso participativo puso de manifiesto la importancia de consolidar mecanis-

mos estables de gobernanza y diálogo civil que garanticen una participación real 

y continuada del Tercer Sector de Acción Social en la definición, implementación 

y evaluación de las políticas públicas que le afectan. Las siguientes aportaciones 

recogen elementos a considerar en el desarrollo reglamentario y en la aplicación 

de la ley.

•	 Reforzar la Mesa del Tercer Sector como espacio estable de diálogo civil, 

con funciones claras, continuidad en el tiempo y capacidad real de inter-

locución con las administraciones públicas.

•	 Garantizar una participación efectiva del Tercer Sector en todas las fases 

de las políticas públicas, incluyendo el diagnóstico, el diseño, la ejecución, 

el seguimiento y la evaluación, evitando enfoques meramente consultivos 

o formales.

•	 Asegurar una representación plural y territorialmente equilibrada, que ten-

ga en cuenta la diversidad de ámbitos de actuación, tamaños de entidad 

y realidades insulares.

•	 Impulsar la creación de comisiones técnicas y mesas sectoriales que per-

mitan profundizar en ámbitos específicos de intervención y facilitar una 

participación cualificada y adaptada a cada materia.

•	 Establecer metodologías participativas claras, con calendarios de trabajo 

definidos, mecanismos de retorno de la información y seguimiento de los 

acuerdos alcanzados.

•	 Facilitar la participación del Tercer Sector en otros órganos de gobernanza 

y espacios institucionales, como consejos sectoriales o de carácter trans-

versal, cuando se aborden políticas públicas relacionadas con los dere-

chos sociales y los colectivos de intervención.

•	 Promover canales de interlocución bidireccionales y estables entre el Ter-

cer Sector y las distintas administraciones públicas, favoreciendo la coordi-

nación y la coherencia en la acción pública.
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6.4.  Apuntes para el desarrollo 
reglamentario de la Mesa del Tercer Sector
A partir de las aportaciones realizadas en el proceso participativo, identificamos 

una serie de elementos que podrían servir de orientación para la regulación y 

puesta en funcionamiento de la Mesa del Tercer Sector de Acción Social, a desa-

rrollar reglamentariamente:

•	 Definir la Mesa como un órgano estable de diálogo civil, con carácter per-

manente y funciones claras de interlocución, seguimiento y propuesta en 

relación con las políticas públicas que afecten al Tercer Sector de Acción 

Social.

•	 Establecer una composición plural y equilibrada, que garantice la repre-

sentación de los distintos ámbitos de actuación, tamaños de entidad y 

realidades territoriales e insulares, evitando concentraciones excesivas de 

representación.

•	 Prever mecanismos de representación y participación territorial, que per-

mitan dar voz a las entidades de islas no capitalinas y asegurar la perspec-

tiva insular en los procesos de deliberación y toma de decisiones.

•	 Regular sistemas de funcionamiento claros, incluyendo la periodicidad de 

las reuniones, la creación de comisiones técnicas o sectoriales, y la posibi-

lidad de combinar formatos presenciales y digitales para facilitar la parti-

cipación.

•	 Incorporar metodologías participativas, con procedimientos definidos para 

la formulación de propuestas, la adopción de acuerdos y el retorno de la 

información a las entidades del sector.

•	 Garantizar la coordinación de la Mesa con otros órganos de participación 

y gobernanza, como consejos sectoriales o espacios de planificación es-

tratégica, evitando solapamientos y favoreciendo la coherencia institucio-

nal.

•	 Dotar a la Mesa de recursos mínimos de apoyo técnico y administrativo 

que permitan su funcionamiento efectivo y continuado en el tiempo.
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6.5. Implementación de la Estrategia 
y los planes de impulso
El proceso participativo puso de relieve la importancia de que la ley se acompañe 

de instrumentos claros de planificación que permitan orientar, coordinar y evaluar 

las políticas dirigidas al Tercer Sector de Acción Social. En este sentido, se identifica-

ron una serie de aportaciones relativas al diseño, contenido y seguimiento de la Es-

trategia y de los planes que la desarrollen, a considerar en su despliegue posterior.

•	 Clarificar, en el desarrollo reglamentario, la diferencia funcional entre Es-

trategia y planes, evitando solapamientos y definiendo con precisión el 

alcance temporal y operativo de cada instrumento.

•	 Incorporar fichas financieras vinculadas a las medidas y líneas de actua-

ción, como herramienta de transparencia y viabilidad, que permita cono-

cer los recursos previstos y su distribución en el tiempo.

•	 Establecer cronogramas realistas y públicos, con hitos de ejecución y revi-

sión que faciliten el seguimiento y eviten la indeterminación en la aplica-

ción de las medidas.

•	 Definir mecanismos de evaluación periódica, no limitados al cierre de los 

planes, que permitan introducir ajustes en función de los resultados y de la 

evolución de las necesidades sociales.

•	 Concretar el papel de la Mesa del Tercer Sector en el seguimiento de la 

Estrategia y de los planes, más allá de su mera participación formal, in-

corporando funciones de análisis, propuesta y devolución de resultados al 

conjunto del sector.

6.6. Financiación y 
gestión administrativa
El proceso participativo puso de relieve que, más allá de los instrumentos de fi-

nanciación previstos en la ley, existen una serie de aportaciones adicionales que 

resultan clave para garantizar su correcta aplicación y para evitar disfunciones en 

la ejecución de las políticas públicas dirigidas al Tercer Sector de Acción Social:

•	 Énfasis en mecanismos de financiación plurianuales, como conciertos y 

convenios, que permitan la sostenibilidad y la planificación a largo plazo 

en el caso de proyectos que respondan a necesidades estructurales. 

•	 Establecer calendarios estables y predecibles en las convocatorias y reso-

luciones, así como compromisos de cumplimiento de plazos, para facilitar 
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la planificación de las entidades y la continuidad de los proyectos.

•	 Incorporar de forma generalizada pagos anticipados o fraccionados, evi-

tando que las entidades deban adelantar recursos.

•	 Ajustar los sistemas de financiación al coste real de las intervenciones, in-

cluyendo los costes indirectos necesarios para el desarrollo adecuado de 

los proyectos, evitando situaciones de infrafinanciación estructural.

•	 Simplificar los procedimientos de gestión y justificación económica, orien-

tándose al cumplimiento de objetivos y resultados, reduciendo cargas ad-

ministrativas innecesarias y adaptándose a la realidad del sector.

•	 Definir criterios de valoración y baremación que prioricen la calidad, el 

impacto social y la adecuación a las necesidades detectadas, evitando 

un peso excesivo de criterios formales o estructurales (número de socios, 

número de voluntarios/as, etc.).

•	 Prever mecanismos de adaptación de la financiación a la realidad terri-

torial, tomando en consideración factores como la insularidad, la doble 

insularidad y la dispersión geográfica, con el fin de garantizar la equidad 

en el acceso a los recursos.

•	 Acompañar los instrumentos de financiación con apoyos técnicos y admi-

nistrativos, que faciliten su correcta aplicación y reduzcan las dificultades 

de gestión, especialmente en entidades pequeñas o con menor capaci-

dad técnica.

6.7. Observatorio del 
Tercer Sector de Acción Social
El proceso participativo permitió identificar una serie de aportaciones adicionales 

orientadas a concretar el funcionamiento y la utilidad del Observatorio del Tercer 

Sector de Acción Social, con el fin de que se configure como una herramienta 

efectiva de conocimiento, seguimiento y apoyo a la toma de decisiones públicas:

•	 Definir el Observatorio como un instrumento de apoyo a las políticas pú-

blicas, orientado al análisis, seguimiento y mejora de las actuaciones diri-

gidas al Tercer Sector de Acción Social, evitando un enfoque meramente 

descriptivo.

•	 Establecer una relación funcional clara con el registro del Tercer Sector, de 

modo que la información registrada pueda servir de base para el análisis 

agregado, el diagnóstico y la planificación, sin generar nuevas cargas ad-

ministrativas para las entidades.
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•	 Impulsar la producción periódica de informes, estudios y documentos de 

análisis que permitan conocer la evolución del sector, identificar tenden-

cias, detectar necesidades emergentes y evaluar el impacto de las políti-

cas públicas.

•	 Incorporar una perspectiva territorial e insular en el diagnóstico, que per-

mita visibilizar las diferencias entre islas y ámbitos de actuación, atendien-

do a factores como la dispersión geográfica y la diversidad de contextos 

sociales.

•	 Utilizar indicadores de impacto social, más allá de indicadores de activi-

dad o ejecución, que permitan valorar los resultados y efectos reales de las 

intervenciones desarrolladas por el sector.

•	 Definir un modelo de gobernanza claro del Observatorio, que garantice su 

estabilidad, rigor técnico y utilidad pública, así como la participación del 

Tercer Sector en el uso y contraste de la información generada, sin perjui-

cio de la responsabilidad pública en su impulso y sostenimiento.

6.8. Perspectiva 
territorial e insularidad
El proceso participativo puso de relieve que la aplicación efectiva de la ley requie-

re incorporar una mirada territorial específica, adaptada a las singularidades del 

archipiélago y a las diferencias y desigualdades existentes entre islas. Las siguientes 

aportaciones adicionales se orientan a reforzar esta perspectiva en el desarrollo re-

glamentario y en la aplicación práctica de la ley:

•	 Incorporar de manera transversal la perspectiva insular en el diseño y apli-

cación de los instrumentos derivados de la ley, evitando enfoques homogé-

neos que no reflejen la diversidad territorial del archipiélago.

•	 Tener en cuenta los efectos de la doble insularidad, la dispersión geográfica 

y la fragmentación territorial en la planificación, gestión y evaluación de las 

políticas dirigidas al Tercer Sector de Acción Social.

•	 Prever mecanismos específicos de diagnóstico territorial, que permitan iden-

tificar necesidades, capacidades y brechas de atención diferenciadas por 

islas y ámbitos de actuación.

•	 Favorecer el desarrollo de enfoques y herramientas de planificación de ca-

rácter insular, que permitan ajustar las políticas públicas a las realidades so-

ciales, económicas y organizativas de cada territorio.

•	 Garantizar que los sistemas de seguimiento y evaluación incorporen una lec-

tura territorial de los resultados, evitando análisis agregados que invisibilicen 

desigualdades o déficits de atención en determinados ámbitos o islas.
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7. Consideraciones finales
El presente documento debe entenderse como una propuesta normativa de ca-

rácter técnico-propositivo, que tiene su origen en un proceso participativo orien-

tado a recoger aportaciones y propuestas tomando como referencia la proyecto 

de ley 9L/PL-0021, del Tercer Sector de Acción Social de Canarias, resultante del 

proceso normativo anterior. 

Por tanto, la finalidad de este documento es servir de base para la redacción del 

futuro texto legal, identificando contenidos sustantivos, criterios orientadores y op-

ciones normativas, sin constituir un texto jurídico cerrado ni exhaustivo. En este mar-

co, se asume expresamente la necesidad de un desarrollo reglamentario posterior, 

imprescindible para concretar determinados aspectos técnicos y procedimenta-

les y para garantizar una aplicación flexible y adecuada de la ley. 

Las aportaciones adicionales recogidas en el punto 6 responden a esta lógica 

y deben considerarse. Cabe reiterar que no tienen carácter normativo y que su 

contenido refleja aprendizajes, necesidades y propuestas consensuadas a lo largo 

del proceso participativo, y se ofrece como un recurso útil para la elaboración de 

reglamentos, planes, estrategias, protocolos y prácticas administrativas que per-

mitan una implementación coherente, eficaz y adaptada a la realidad del Tercer 

Sector de Acción Social en Canarias.

Por último, ponemos en valor para su consideración, dos cambios de enfoque que 

pueden apreciarse como elementos transversales en la propuesta normativa in-

corporados por su reiterada mención en el proceso participativo.

El primero, proponemos concebir al Tercer Sector de Acción Social superando una 

visión limitada centrada exclusivamente en la prestación clásica de servicios socia-

les. Se propone que la ley adopte un reconocimiento más amplio de las entidades 

y organizaciones del sector como agentes sociales clave en la promoción y ga-

rantía de derechos, la acción comunitaria, la cohesión social, la intervención sobre 

contextos y determinantes sociales, la prevención de desigualdades y la transfor-

mación social, más allá de un papel meramente instrumental o asistencialista den-

tro del sistema público de bienestar social.
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El segundo, urgimos a atender de manera transversal a las especificidades del 

contexto territorial canario y del propio Tercer Sector de Acción Social en Cana-

rias. Esta consideración resulta esencial tanto en la redacción de la ley como en 

su posterior desarrollo reglamentario, a fin de garantizar que el marco normativo 

responda de manera adecuada a la diversidad insular, a las distintas realidades 

territoriales y organizativas, y a las condiciones estructurales en las que desarrollan 

su actividad las entidades del sector en el archipiélago.

En conclusión, este documento se presenta como una base de trabajo compar-

tida, fruto de un proceso participativo amplio, que pretende contribuir a la cons-

trucción de un marco normativo sólido, flexible y ajustado a la realidad del Tercer 

Sector de Canarias.
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